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Proceso  Ejecutivo 

Demandante Galaxia Seguridad Ltda. 

Demandado Municipios Asociados del Norte Antioqueño 

Radicado  No. 05001-31-03-009-2017-00207-01 

Procedencia Juzgado Noveno Civil del Circuito de Medellín 

Instancia Segunda 

Ponente  Luís Enrique Gil Marín 

Asunto Sentencia No. 007 

 Decisión  Confirma 

Tema  Título ejecutivo 

Subtemas  Decisión sobre el conflicto de competencia. Titulo 

ejecutivo. Pago parcial. Carga de la prueba. 

 

 

TRIBUNAL SUPERIOR 

 

SALA SEGUNDA DE DECISION CIVIL 

 

Medellín (Ant.), treinta de marzo de dos mil veintidós 

 

I. OBJETO 

 

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandada, en contra de la sentencia proferida por el 

JUZGADO NOVENO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD 

DE MEDELLÍN, en este proceso ejecutivo instaurado por la 

sociedad GALAXIA SEGURIDAD LTDA., en contra de 

MUNICIPIOS ASOCIADOS DEL NORTE ANTIOQUEÑO 

“AMUNORTE”.  
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II. ANTECEDENTES 

 

Pretensiones: La demandante solicita se libre mandamiento 

de pago a su favor y en contra de la demandada por: i) 

$53.154.529,oo contenidos en la factura No. 37016 del 07 de 

septiembre de 2016, con vencimiento el 07 de octubre de 

2016; ii) $53.154.529,oo contenidos en la factura No. 37309 

del 07 de octubre de 2016, con vencimiento el 06 de 

noviembre de 2016; iii) $53.154.529,oo contenidos en la 

factura No. 37570 del 04 de noviembre de 2016, con 

vencimiento el 04 de diciembre de 2016; iv) $53.154.529,oo 

contenidos en la factura No. 37896 del 05 de diciembre de 

2016, con vencimiento el 05 de enero de 2017; v) 

$94.297.061,oo contenidos en la factura No. 38875 del 28 de 

febrero de 2017, con vencimiento el 30 de marzo de 2017; 

vi) $90.391.481,oo contenidos en la factura No. 38450 con 

fecha de expedición y vencimiento el 12 de enero de 2017; 

vii) $38.425.224,oo contenidos en la factura No. 38816 del 

07 de febrero de 2017, con vencimiento el 09 de marzo de 

2017; más los intereses de mora a la tasa máxima que 

certifique la Superintendencia Financiera, desde que se hizo 

exigible cada una de las obligaciones hasta su pago total; 

además, se condene en costas a la ejecutada. 

 

Elementos fácticos: Afirma la demandante que el extremo 

pasivo le adeuda $435.731.882,oo, contenidos en las 

facturas relacionadas en el acápite de pretensiones; las 

cuales se comprometió a pagar en la ciudad de Medellín a la 

fecha de su vencimiento, lo que no hizo; como las facturas 
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de compraventa reúnen los requisitos legales se deduce una 

obligación actual, clara, expresa y exigible; amén, que la 

ejecutada renunció a los requerimientos legales para ser 

constituida en mora, como consta en cada título. 

 

Mandamiento de pago: Una vez dilucidado el conflicto 

negativo de competencia que se suscitó con el Juzgado 

Veintiocho Administrativo Oral de Medellín; por auto del 19 

de octubre de 2018, se libró mandamiento de pago, la 

representante legal de la demandada se notificó 

personalmente el 19 de diciembre adiado; procediendo a 

formular como medios de defensa los siguientes: i) pago de 

la obligación; ii) cobro de lo no debido; iii) 

enriquecimiento sin causa y, iv) mala fe y temeridad. 

 

SENTENCIA: Se profirió el 26 de septiembre de 2019, con 

la siguiente resolución: 

 

“PRIMERO: DESESTIMAR íntegramente las excepciones 

formuladas por MUNICIPIOS ASOCIADOS DEL NORTE 

ANTIOQUEÑO “AMUNORTE”.  

 

“SEGUNDO: En consecuencia se ORDENA continuar adelante 

con la ejecución a favor de GALAXIA SEGURIDAD LTDA. Y en 

contra de MUNICIPIOS ASOCIADOS DEL NORTE 

ANTIOQUEÑO “AMUNORTE. Por las siguientes obligaciones: 

 

“Factura No. 37016 ($53.154.529,00) 

Factura No. 37308 ($53.154.529,00) 

Factura No. 37570 ($53.154.529,00) 
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Factura No. 37896 ($53.154.529,00) 

Factura No. 38875 ($94.297.061) 

Factura No. 38450 ($90.391.481), esta última, con dos 

abonos por: $41.871.835 del 23 de marzo de 2017 y 

$48.519.646 del 10 de mayo de 2017, para ser considerados 

en la liquidación del crédito como consta en folio 146. 

 

“TERCERO: Se ordena el remate y avalúo de los bienes que 

se lleguen a embargar y secuestrar, para que con su producto 

se cancele el valor del crédito y las costas. 

 

“CUARTO: Se CONDENA en costas a la demandada y en 

favor del demandante liquidándose como lo dispone el art. 

446 Del C. G. del P. y por medio de la sria. Del Juzgado 

 

“QUINTO: SE NOTIFICA POR ESTRADOS LA PRESENTE 

DECISIÓN”. 

 

La sentencia empieza refiriendo a la competencia, para 

indicar que se encuentra definida por la decisión que adoptó 

el Consejo Superior de la Judicatura, al desatar el conflicto 

suscitado con el Juzgado Veintiocho Administrativo; donde 

adujo que ante la ausencia de un contrato estatal aportado 

con la demanda del que se pueda concluir que las facturas de 

venta son ejecutables ante el juez administrativo, 

corresponde a la justicia ordinaria civil conocer del asunto; 

ahora, la demandada en las alegaciones de conclusión se 

duele de la falta de ese contrato al interior del proceso y 

afirma que ante la prueba sobreviniente; esto es, que la 
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representante legal de la sociedad demandante reconoció en 

la declaración de parte, así como su apoderado en las 

alegaciones, la existencia de un contrato estatal, se debe 

negar la pretensión por falta de competencia; a lo que 

advierte, que en la intervención de la representante legal del 

extremo activo y en el proceso mismo, el contrato a que 

alude nunca se ha calificado de estatal; por el contrario, se 

ha hablado de un contrato de prestación de servicios de 

vigilancia; amén, que tal situación, no constituye una prueba 

sobreviniente como lo afirma porque a lo largo del proceso 

no se ha discutido tal característica del contrato; es decir, 

que sea estatal; además, si bien resulta cierto que el juez es 

quien debe dilucidar tal circunstancia, ello va de la mano y 

demarcado tanto por la demanda como por su réplica, que 

fijan los límites sobre los cuales el funcionario que conoce del 

proceso se debe mover; por el contrario, la parte demandada 

contra la cual se adujo las facturas como títulos valores, tenía 

la carga de plantear esa falta de competencia por vía de 

reposición o como excepción previa, trayendo la prueba del 

contrato de que se duele en la fase de las alegaciones de 

conclusión; mismo que no solo brilla por su ausencia, sino 

que no se alegó como excepción, ni se recurrió el auto que 

avocó conocimiento en tal sentido; sorprendiendo de esta 

forma no solo a la parte contraria sino al Despacho; en ese 

orden de ideas, la competencia es clara por los elementos de 

prueba que yacen al interior del proceso y como lo explicó y 

definió el Consejo Superior de la Judicatura, al atribuir la 

competencia a este Juzgado, no existe prueba del contrato 

estatal, lo que además no permite un pronunciamiento, para 

establecer si es necesario a más de las facturas las actas de 
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entrega y el contrato estatal, para que los títulos sean 

completos; tampoco resulta posible de oficio realizar ningún 

pronunciamiento; por lo tanto, considera que los documentos 

aportados como base de la ejecución corresponden a títulos 

valores, los cuales se tornan autónomos y están sujeto a su 

literalidad, son ejecutables a través de la justicia ordinaria 

civil y, por tanto, el Despacho sigue siendo competente. 

 

Frente al objeto del litigio, seguidamente señaló que consiste 

en verificar los presupuestos para seguir adelante la 

ejecución, o en su defecto, la existencia de la prueba que 

acredite el pago de la obligación, que se invocó como medio 

exceptivo por la ejecutada para enervar las pretensiones de 

la demanda; además, se debe analizar las demás 

excepciones planteadas, como lo es el cobro de lo no debido, 

enriquecimiento sin causa, temeridad y mala fe del 

demandante. En este estado, considera relevante referir a 

algunos temas que resultan de interés: En torno a la 

posibilidad que tiene el acreedor de procurar el pago de 

sumas de dinero consignadas a su favor en un título valor, 

mediante el ejercicio de la acción cambiaria a través del 

proceso ejecutivo; para ello, solo se requiere la existencia de 

un cartular que contenga aquella obligación, expuesta en 

forma clara, expresa y exigible; conforme a la dinámica del 

proceso y al tenor del art. 167 del C.G.P., corresponde al 

demandante adosar con la demanda el título que presta 

mérito ejecutivo; en este caso, las facturas base del recaudo 

que constituyen título valor; lo que de paso sea dicho como 

se trata de un instrumento cartular, adquiere autonomía del 

negocio que le dio origen y se debe estar a su literalidad, es 
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decir, que allí conste una obligación clara, expresa y exigible; 

de tal suerte, que basta al ejecutante aportar el título que 

cumpla con tales exigencias para obtener la orden de pago 

como lo ha indicado la jurisprudencia; otro aspecto relevante 

que se debe tener en consideración, corresponde al deber 

probatorio de la parte contra la cual se exhibe el título 

adosado como base del recaudo, es decir, el demandado, 

quién para enervar la pretensión, como lo establece el art. 

167 del C.G.P., debe formular las excepciones cambiarias que 

contempla el art. 784 del Código de Comercio; en especial, 

para el presente caso, las previstas en los numerales 7 y 13; 

dichos medios de defensa deben ser demostrados en el 

proceso para que salga avante la pretensión de resistencia 

del ejecutado y enervar la petición de la contraparte. 

 

Al abordar el debate probatorio, advierte, que se cuenta con 

las facturas Nos. 37016, 37308, 37570 y 37896 por 

$53.154.529,oo, cada una; 38875 por $94.297.061,oo y,  

38450 por $90.391.481,oo; advierte que, si bien se alude a 

la factura No. 38816 por $38.825.224,oo, esta no fue 

adosada para el cobro; además, de dicha obligación se 

predica que fue cancelada como se observa a folios 146 

mediante escrito allegado por la ejecutante, el 24 de 

septiembre del corriente año; razón por la cual, no es 

necesario pronunciamiento alguno frente a la misma. 

 

Dilucidado lo anterior, señala que es posible predicar que la 

validez y eficacia de los cartulares no se discutió por los 

extremos de la Litis; a más, que cumplen las exigencias 

formales permitiendo librar la orden de apremio como se hizo 
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conforme con el art. 422 del C.G.P. En aplicación a la 

confesión ficta de los hechos de la demanda por la no 

comparecencia del representante legal de la encausada, a 

absolver el interrogatorio de parte, es posible afirmar que 

aquellas obligaciones contenidas en las facturas se 

encuentran insolutas como se afirmó en el hecho quinto de 

la demanda; presunción de certeza que no fue controvertida 

con otro medio de prueba; incluso, con los documentos que 

reposan en la foliatura de los cuales se afirma por la 

ejecutada que se acreditan los pagos de las obligaciones; 

basta con analizar la prueba documental referida, pues si 

bien enseña que se realizaron pagos en una cuenta de la 

sociedad demandante, mediante transferencias electrónicas 

a proveedores y a través de un cheque; no es posible tener 

certeza a cuál de las obligaciones contenidas en las facturas 

corresponden; además, los recibos de caja No. 110335 y 

11110 aluden al pago por valor de $98.630.000,oo, y se dice 

que es para las facturas No. 34460, 34293, 34075 y 33834; 

y hace un pago de $101.592.900,oo, para las facturas 34787 

y 34480, respectivamente, facturas que difieren de las que 

son objeto de recaudo; adicional a dichas inconsistencias, 

que hacen que la prueba documental sea insuficiente; es la 

falta de precisión de aquellas transferencias electrónicas, en 

cuanto a determinar la factura que está cancelando; sumado 

a que no guardan concordancia con el valor de alguno de los 

documentos objeto de cobro; para así poder realizar 

inferencias lógicas que apunten a demostrar el pago alegado; 

lo que además carece de respaldo con la declaración de parte 

de la representante legal de la pretensora; pues si bien los 

interrogatorios de parte van encaminados a obtener una 
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confesión; en este caso, no se logró que confesara pago 

alguno de las facturas para sacar avante la excepción 

planteada de pago de la obligación; por el contrario, generó 

más dudas sobre tal aspecto, al señalar que existían unos 

contratos anteriores entre las partes cuyo objeto era la 

vigilancia, y que generaron obligaciones cobradas a través de 

facturas que no han sido canceladas; justificando la 

diferencia entre el valor reclamado y los valores cancelados 

por la demandada, según la prueba documental, que da 

cuenta de las transferencias electrónicas, para otros 

contratos; no sobra advertir, que en el proceso no se cuenta 

con soportes contables que enseñen los ingresos y egresos 

de esas sumas de dinero, y a qué obligaciones se imputan, 

soportes que constituían la prueba idónea para verificar el 

pago de cada factura, en especial de las que se pretende el 

cobro; ambos extremos de la Litis faltaron a ese deber 

probatorio.  

 

Finalmente, las respuestas dadas por la representante legal 

de la sociedad pretensora al absolver el interrogatorio, si bien 

no fueron precisas y denotó desconocimiento del tema 

debatido, así como la improvisación en lo contable de la 

sociedad que regenta, no es suficiente para tener por 

solventada la obligación que contiene cada una de las 

facturas cuyo pago se reclama y en este orden de ideas, la 

excepción de pago no está llamada a prosperar; bajo esta 

misma línea de análisis, sino se demostró el pago de las 

facturas, menos puede afirmarse que exista un cobro de lo 

no debido; pues como se anunció desde el inicio de la 

audiencia, no se discute por los extremos de la Litis, que el 
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origen de las facturas haya sido el contrato 030 de 2016, para 

prestar un servicio de vigilancia; luego, la causa que da 

origen a esos títulos no se cuestiona y tiene existencia; es de 

recordar, que la excepción de cobro de lo no debido, tiene 

como fundamento la existencia de un vínculo jurídico que 

genera la obligación de pago; de ahí que se afirme, que 

cuando una persona recibe lo que no tenía derecho a recibir, 

por una persona que paga por error, el cobrador adquiere 

una obligación de restituir lo indebidamente pagado; en el 

caso que nos ocupa, al no acreditar que las obligaciones 

reclamadas se encuentran extinguidas por alguno de los 

medios que establece el art. 1265 del C. Civil, carece de 

fundamento legal lo argüido por el extremo pasivo, en cuanto 

al medio exceptivo de pago de lo no debido y, por tanto, se 

desestimará. 

 

La excepción de enriquecimiento sin causa para que sea 

exitosa y enerve las pretensiones, debe cumplir con los 

presupuestos que la conforman; el primero de ellos, que se 

pruebe que la demandante se ha enriquecido; el segundo 

requisito correlativo al anterior, que se demuestre el 

empobrecimiento del demandado y, el tercero, que acredite 

que ese desplazamiento patrimonial carece de causa que lo 

justifique desde el punto de vista legal; requisitos que 

resultan concurrentes y que no fueron acreditados por la 

encausada; por el contrario, se demostró que existe una 

relación contractual entre las partes, donde la pretensora 

prestó a la accionada el servicio de seguridad, del que surgen 

obligaciones recíprocas, esto es, la prestación del servicio de 

vigilancia del cual se beneficia el otro contratante a cambio 
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de una contraprestación, que en este caso, se acordó en una 

suma de dinero por pagar o precio, como se desprende del 

hecho tercero de la demanda que fue declarado cierto; e 

incluso, de su réplica, cuando se admite que el origen de las 

facturas obedece a un vínculo contractual; luego, existe una 

causa que genera el cobro y el desplazamiento patrimonial, 

dando al traste con la excepción planteada, la que se ha de 

declarar no probada. La temeridad y mala fe del demandante, 

también planteada como medio de defensa, debe ser 

demostrada por quien la formula en virtud de la presunción 

legal de buena fe en toda clase de negociación; quien alegue 

lo contrario, debe acreditar aquellos actos, conductas o 

comportamientos que conllevan a ese mal actuar del 

contratante, las cuales se encuentran previstas en el art. 79 

del C.G.P.; de tal forma que dichos comportamientos se 

tienen que demostrar al interior del proceso; en este caso, 

no se cumplió con dicha carga, por el contrario, la 

interposición de la demanda es una acción legitima que busca 

el pago de una obligación generada en un contrato que se 

presume valido y eficaz; el simple hecho de afirmar que se 

desconocen los pagos parciales o totales de lo convenido por 

parte de la ejecutante, no ubica su conducta o su actuar en 

el campo de la mala fe o de la temeridad; por lo tanto, era 

necesario demostrar que la ejecutante de forma maliciosa 

intentó una demanda para obtener un nuevo pago, lo que no 

se demuestra con la prueba aportada, pues si se observa el 

cruce de correspondencia entre el 30 de enero, 01 y 02 de 

junio de 2017, se alude a la forma de pago de esas 

obligaciones y los intereses de mora, mostrando entre ambos 

extremos inconformidades contractuales, pero en nada 
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acredita la mala fe o temeridad endilgada por el extremo 

pasivo a la pretensora; como si fuera poco, el hecho de 

tratarse o no de un contrato estatal y no hallar la prueba del 

mismo en el proceso, porque no se trajo por ninguno de los 

extremos y por no haber sido excepcionada tal situación, 

impide que se pueda derivar de esa actitud, si es que existió 

omisión, una intensión mala o desproporcionada o torticera 

de la parte ejecutante, para obtener el pago de dichas sumas 

de dinero; por consiguiente, este medio exceptivo tampoco 

está llamado a prosperar. 

 

En este orden de ideas, ordenó continuar adelante con la 

ejecución en la forma dispuesta en el mandamiento de pago, 

y condenó en costas a la demandada en favor de la 

demandante, las que se liquidarían por la secretaría como lo 

dispone el Art. 446 del C.G.P. 

  

Apelación: Lo interpuso la parte demandada y dentro de los 

tres (3) días siguientes, a la audiencia de instrucción y 

juzgamiento, realiza una síntesis del desarrollo del proceso y 

como reparos señala: i) la a quo concluye que la asociación 

demandada no es una entidad estatal, desconociendo lo 

previsto en el art. 2º de la Ley 80 de 1993; amén, que las 

asociaciones de municipios están reguladas por la Ley 136 de 

1994, en armonía con lo previsto en la Ley 1454 de 2011, 

por lo que no existe duda que se trata de una entidad estatal; 

ii) al contrario de lo señalado en la decisión de primer grado, 

se debe tener presente, que no es la voluntad de las partes 

ni el contenido del contrato lo que determina si es de carácter 

público o no; solo basta que sea suscrito por una entidad 
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estatal; por lo tanto, no era necesario que dicha convención 

estuviera inserta en el expediente para determinar si era o 

no estatal, como lo ordena el art. 2 de la Ley 80 de 1993, la 

asociación demandada es una entidad estatal y, de contera, 

todos los contratos que celebra son de carácter estatal; 

amén, de lo previsto en el art. 32 de la citada normativa; por 

lo que resulta errada la apreciación de la a quo; iii) existe 

una indebida valoración probatoria a voces del art. 165 del 

C.G.P., toda vez, que el juzgado no valora la declaración de 

parte de la representante legal del extremo activo, quien 

sostiene la existencia de un contrato y el juzgado concluye 

su inexistencia, cuando es la pretensora quien lo confiesa y 

ratifica en los alegatos; esto es, que las facturas cuyo cobro 

pretende surgen de una relación contractual, de la cual alega 

haber cumplido, pero que no le ha sido cancelada; si bien, el 

juzgado concluye que el contrato no está inserto en el 

expediente, no puede dejar de lado lo confesado por la 

demandante y que resulta suficiente para determinar la 

existencia del contrato que dio lugar a las facturas objeto de 

recaudo; aduce que se trata de un título ejecutivo singular o 

simple que contiene una obligación clara, expresa y exigible; 

iv) estamos en presencia de uno de los denominados títulos 

ejecutivos complejos, como se desprende de la declaración 

de parte de la pretensora; a pesar de lo cual, ésta solo 

presentó como base del recaudo ejecutivo las facturas, 

omitiendo allegar los demás documentos que comportan el 

título ejecutivo complejo, esto es, el contrato, las constancias 

de cumplimiento, el acta de liquidación y todos aquellos 

documentos que constituyen prueba idónea para acreditar la 

existencia de una obligación clara, expresa y exigible; como 
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lo ha señalado la Sección Tercera del Consejo de Estado, en 

sentencia del 31 de enero de 2008; por lo tanto, el acreedor 

al momento de presentar la demanda debe aportar todos los 

documentos que conforman el título ejecutivo complejo, de 

lo contrario, no es posible que proceda la acción; siendo 

incomprensible que el Juzgado no valore lo afirmado por la 

actora en cuanto que las facturas corresponden a una 

obligación contractual entre las partes, un título ejecutivo 

complejo; no podía favorecer o premiar a la sociedad 

ejecutante por la omisión en la integración del título; al 

contrario, la a quo señala que se trata de un título ejecutivo 

simple, lo que desconoce las pruebas debidamente 

aportadas; incluso, la demandada fue condenada con base 

en un mandamiento de pago, frente al cual no se acreditó la 

existencia del contrato que lo soporta; carga que 

correspondía a la pretensora, quien con las facturas debió 

aportar los demás documentos que integran el título 

ejecutivo complejo, tales como el contrato, la prueba de su 

cumplimiento, las actas de liquidación, etc., y no invertir la 

carga de la prueba, en contra de la demandada; v) frente a 

la falta de competencia sobreviniente sostiene el juzgado que 

no procede porque el conflicto de competencia ya fue 

dirimido; dejando de lado, que fue la omisión de la 

demandante la que llevó a determinar en su momento, que 

la competencia correspondía a la justicia ordinaria civil, como 

lo dispuso el Consejo Superior de la Judicatura; por lo que no 

se puede pasar por alto, que la sociedad ejecutante señaló 

en los alegatos de conclusión que las facturas base de la 

ejecución tienen origen en una relación contractual estatal 

celebrada entre las partes y que corresponde a la prestación 
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del servicio de vigilancia por $584.178.997,oo; estando 

obligada a allegar los demás documentos que sobrelleva el 

título ejecutivo complejo, como viene de indicarse, para que 

así se pueda desprender una obligación clara, expresa y 

exigible; vi) en relación al cobro de lo no debido, el a quo 

dejó de lado que la asociación demandada es una entidad 

pública y al tenor del art. 40 de la Ley 80 de 1993; toda 

relación contractual debe estar precedida por un acuerdo de 

voluntades documentado, el cual no fue aportado como 

anexo de la demanda; además, al revisar los archivos de la 

entidad encausada y en vista, que para la a quo no fue de 

recibo la acreditación de los giros realizados a la sociedad 

demandante, advierte, que los comprobantes de egresos que 

acreditan el pago de las facturas fueron encontrados; al igual 

que la convención que celebraron las partes, mismos que no 

fueron allegados en el transcurso del proceso porque no 

habían sido hallados; lo que denota la mala fe y temeridad 

por parte de la ejecutante, al pretender un doble cobro sobre 

una obligación inexistente; además, frente a la factura 38816 

del 07 de febrero de 2016, no se evidencia que tenga 

contraprestación o soporte alguno que dé cuenta que el 

servicio fue ordenado o acordado contractualmente, lo que 

constituye un cobro de lo no debido y, vii) si bien, en el 

transcurso del proceso no fue posible acreditar la mala fe y 

temeridad de la sociedad ejecutante; con los documentos 

hallados en los archivos de la ejecutada, están configuradas; 

amén, que se pretende defraudar a una entidad pública. Por 

estas razones, solicita se revoque la decisión de primer 

grado, toda vez que los documentos allegados como base del 

recaudo ejecutivo no son idóneos, por cuanto se trata de 
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títulos ejecutivos complejos y no se aportó la totalidad de los 

documentos que los comprenden y, por tanto, no constituyen 

una obligación clara, expresa y exigible; a más, que devienen 

de una relación contractual de carácter estatal, frente a la 

cual, la jurisdicción civil no es competente para conocer del 

proceso. 

 

Al descorrer el traslado en segunda instancia, el recurrente 

volvió sobre los argumentos expuestos dentro de los tres (3) 

días siguientes a la audiencia de instrucción y juzgamiento, y 

que vienen de sintetizarse. 

 

Por su parte, el extremo activo señala que los títulos valores 

allegados como base de la ejecución gozan de autonomía, 

son independientes y cumplen con los requisitos legales, 

contienen una obligación clara, expresa y exigible, y 

corresponden a dineros dejados de cancelar por la prestación  

de servicios de vigilancia y seguridad privada; el conflicto de 

competencia fue dirimido por el Consejo Superior de la 

Judicatura dejando claro que el competente lo es el Juzgado 

Noveno Civil del Circuito; por ende, lo alegado en tal sentido 

resulta impertinente; la no comparecencia del representante 

legal de la accionada a la audiencia, tuvo como consecuencia 

que se tuvieran por ciertos los hechos 1, 2, 3, 5 y 6 de la 

demanda, más la sanción personal que le fuera impuesta. Por 

estas razones, solicita se desestime lo pretendido por carecer 

de sustento legal y probatorio.  
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III. CONSIDERACIONES 

 

Problemas jurídicos: El recurso de apelación de cara a la 

sentencia de primer grado plantea los siguientes problemas 

jurídicos que la Sala debe resolver: ¿Hay lugar a un nuevo 

pronunciamiento frente a la falta de jurisdicción a pesar de 

haber sido desatada por el Consejo Superior de la Judicatura? 

¿se deben acoger los medios de defensa propuestos y, en 

consecuencia, ordenar cesar la ejecución? 

 

El disenso: Una de las inconformidades que plantea el 

recurrente es que el Juzgado de primer grado carece de 

competencia para resolver el presente asunto, porque 

conforme a lo afirmado por los representantes legales de las 

personas jurídicas demandante y demandada, en los 

interrogatorios que absolvieron y como se desprende del 

contrato que aportó con el escrito donde plantea los reparos 

contra la decisión de primer grado, no cabe duda que nos 

encontramos frente a una obligación que tiene como 

fundamento un contrato estatal celebrado entre las partes y, 

bajo estas circunstancias, la jurisdicción competente para 

conocer del proceso es la contencioso administrativa, como 

legalmente esta consagrado y lo ha señalado la 

jurisprudencia. La a quo acertadamente señaló que el 

conflicto que se suscitó con el Juzgado Veintiocho 

Administrativo, fue dirimido por el Consejo Superior de la 

Judicatura y esta decisión no puede ser desconocida por las 

partes ni por el operador jurídico; amén, que el extremo 

pasivo en su debida oportunidad no realizó ningún 

pronunciamiento sobre este tópico y con el pretexto de la 
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existencia de unas pruebas sobrevinientes, ahora no puede 

venir a desconocer esa decisión y, mucho menos, pretender 

que se deje sin efectos.  

 

En este sentido se ha pronunciado la jurisprudencia nacional; 

al efecto, la jurisdicción contencioso administrativa ha 

precisado:  

 

“IV. Nulidad basada en el artículo 133 numera 1.o del 

CGP.  

 

“Igualmente, una de las razones que adujo el juez remitente 

para que avocara el asunto por parte de esta corporación y 

se adoptara una posición de unificación, fue la de señalar que 

estaba cumpliendo el deber de evitar posibles irregularidades 

constitutivas de nulidad, en la medida en que se podría 

configurar la causal prevista en el artículo 133 numeral 1º del 

CGP., porque previamente había manifestado su 

incompetencia para conocer del presente asunto.  

 

“En relación con ello, debe señalarse que la causal en cita 

contempla que habrá nulidad cuando “...el juez actúe en el 

proceso después de declarar la falta de jurisdicción o de 

competencia.”.  

 

“Sin embargo, ha de entenderse que esta no puede cobijar a 

aquellos casos donde el juez, luego de tal manifestación, 

recibe nuevamente el proceso ya sea porque le es devuelto 

por su par o por un tribunal distinto al de su distrito sin 

proponer conflicto de competencia (para lo cual deberá 
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proceder inmediatamente a proponerlo y remitirlo al órgano 

competente para su resolución), ni tampoco cuando el juez 

lo recibe luego de que su superior se lo remite porque lo 

considera competente para conocer del asunto, como sucedió 

en este caso, o cuando el superior respectivo resuelve el 

conflicto de competencia previamente propuesto.  

 

“De aceptarse tal argumento ello conduciría en la práctica a 

que perdiera razón de ser el mecanismo creado para dirimir 

los conflictos sobre competencia y jurisdicción, porque nunca 

un funcionario en tal condición podría tramitar el proceso 

posteriormente sin incurrir en la causal de nulidad así 

interpretada.  

 

“Por tal razón, tampoco es aceptable el argumento expuesto 

por el juez para desconocer la decisión adoptada por su 

superior y remitir el proceso a esta instancia, so pretexto de 

un posterior vicio en la actuación” (Consejo de Estado – Sala 

de lo Contencioso Administrativo – Sección Segunda, 

providencia del 7 de abril de 2016;  Rdo. No.  85001-33-33-

001-2015-00187-01(3172-15), Actor: JHON JAIRO 

MARTINEZ SIBOCHE, Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA 

- POLICIA NACIONAL). 

 

Así mismo, la Sala Penal de Casación, ha precisado que “De 

acuerdo con la Constitución, quien resuelve los conflictos de 

competencia entre jurisdicciones es la Sala Disciplinaria 

del Consejo Superior de la Judicatura. A lo largo de sus 20 

años de existencia, esta Sala ha definido las colisiones entre 

http://www.ramajudicial.gov.co/csj/csj.jsp
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la justicia ordinaria y la justicia penal militar o la indígena, 

por ejemplo. 

 

“Pero, a partir de una sentencia reciente de la Sala Penal de 

la Corte Suprema de Justicia, esta regla dejó de ser absoluta.  

 

“Ahora, la propia Corte puede resolver estos conflictos, en 

sus sentencias de casación. 

 

“Con esta decisión, la Corte no solo se adjudicó una 

competencia que la Carta Política no le asigna expresamente, 

sino que cambió su jurisprudencia de décadas. 

 

“En efecto, la Sala Penal siempre se negó a resolver esta 

clase de conflictos en casación. Por el contrario, acató las 

decisiones de la Sala Disciplinaria sobre la jurisdicción 

competente. 

 

“Es más, la Corte solo se ha apartado de las definiciones de 

competencia del Consejo, cuando la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos le ha ordenado asumir el juzgamiento de 

graves delitos que quedaron impunes en la justicia penal 

militar. Y lo ha hecho, no con fallos de casación, sino por 

medio de acciones de revisión. 

 

“Solo en algunas providencias, la Corte consideró, más en la 

teoría que en la práctica, la posibilidad de revertir las 

definiciones de competencia impuestas por el Consejo, 

cuando se presentaran nuevos hechos o nuevas situaciones 

jurídicas. 

http://www.cortesuprema.gov.co/
http://www.corteidh.or.cr/
http://www.corteidh.or.cr/
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“Sin embargo, en esta ocasión, determinó que no es 

necesario que existan nuevas circunstancias para que pueda 

definir la jurisdicción competente, incluso en contra del auto 

que profiera la Sala Disciplinaria. 

 

“La Corte justificó su variación jurisprudencial, 

argumentando que debe corregir las decisiones del Consejo, 

cuando es necesario proteger garantías constitucionales 

fundamentales, como el respeto a la autonomía de las 

autoridades judiciales de las comunidades indígenas” (Corte 

Suprema de Justicia, Sala Penal, Sentencia 34461, nov. 

8/11, M. P. Javier Zapata). 

 

Bajo estas circunstancias no queda duda que cuando un 

conflicto de competencia se dirime por la autoridad 

competente como ocurrió en este caso, esa decisión es 

vinculante y definitiva para los jueces que dieron lugar a esa 

colisión y para los litigantes, siendo ley del proceso. Se puede 

argumentar que esta decisión no es vinculante para el 

demandado porque cuando se suscitó el conflicto y se 

resolvió aun no era parte en el proceso porque no se había 

notificado del mandamiento ejecutivo; pero en este caso, si 

no estaba de acuerdo con tal decisión, una vez notificado de 

tal providencia, oportunamente tenía que interponer el 

recurso de reposición contra esta providencia por falta de 

competencia como lo contemplan los arts. 430 y 442-3 del C. 

General del Proceso, con lo cual a la vez impugna la decisión 

que decidió la colisión; pero como no lo hizo, esa 

competencia se torna definitiva y con posterioridad no la 
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puede desconocer porque se comprometería caros principios 

como el de la irretroactividad del proceso, la seguridad 

jurídica y el de la economía y celeridad del proceso, pues se 

imposibilitaría una solución pronta del litigio. 

 

Dilucidado lo anterior se pasa a dirimir las demás 

inconformidades; frente al título ejecutivo observa el Tribunal 

que el recurrente no tiene razón en lo afirmado, en cuanto a 

que nos encontramos frente a un título ejecutivo complejo 

porque los documentos adosados como base del recaudo 

ejecutivo tuvieron como origen un contrato estatal y, por lo 

tanto, se tenía que allegar éste con las facturas, así como las 

actas de cumplimiento y liquidación del contrato, entre otros 

documentos, como lo ordenan las normas que regentan la 

materia y la jurisprudencia de lo contencioso administrativo; 

al efecto, al momento de resolver el conflicto de 

competencia, el Consejo Superior de la Judicatura precisó 

que no nos encontramos frente a una acción contencioso 

administrativa, aserto que llevó a que la competencia se 

radicara en la jurisdicción civil; no siendo necesario aportar 

los documentos exigidos por la jurisdicción contencioso 

administrativa, como lo afirma el recurrente, para que las 

facturas adosadas presten mérito ejecutivo; pues tratándose 

de títulos valores, éstos por si solos son idóneos para la 

ejecución, para lo cual solo se requiere que cumplan con los 

requisitos previstos en la legislación mercantil y con los 

consagrados para los títulos ejecutivos en el art. 422 del 

CGP; además el cumplimiento de estos requisitos en ningún 

momento se cuestionó por la parte demandada. Es más, los 

títulos valores se rigen por el principio de la autonomía, lo 
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que confirma que por si solos prestan mérito ejecutivo, sin 

dejar de lado que la prueba del negocio causal se puede 

invocar para soportar las excepciones que se derivan de éste 

como lo autoriza el art. 784 del C. de Comercio.    

 

Frente al pago de algunas de las obligaciones que se 

demandan y que fundamenta el recurrente con los 

documentos adosados al escrito donde formuló los reparos 

contra la decisión de primer grado; se advierte, que no son 

de recibo porque esos documentos que sirven de soporte a 

esta inconformidad no se pueden tener en cuenta porque el 

recurrente no los aportó en las oportunidades probatorias 

establecidas legalmente y, por esa razón no se decretaron 

como prueba, como así se dispuso en auto proferido el 28 de 

enero último, decisión que no fue objeto de reproche alguno 

por el extremo pasivo, alcanzando ejecutoria. 

 

En cuanto a la falta de contraprestación o soporte de la 

factura de venta No. 38816 del 07 de febrero de 2016, que 

dé cuenta que el servicio de vigilancia fue ordenado o 

acordado contractualmente por las partes, lo que constituye 

un cobro de lo no debido; como lo puntualizó la señora Juez 

a quo, basta señalar que dicho título no fue adosado a este 

proceso para el cobro, esto es, no se trajo como base de la 

ejecución, por lo que cualquier pronunciamiento al respecto 

carece de objeto y es inane. 

  

Conclusión: Conforme con lo anterior, se impone la 

confirmación de la sentencia de primer grado. 
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Se condenará a la parte demandada a pagar las costas de 

segunda instancia a favor de la demandante. Como agencias 

en derecho causadas en segunda instancia se fijará por el 

Magistrado Sustanciador la suma de DOS MILLONES DE 

PESOS ($2.000.000.oo), que equivalen a dos (2) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes (Acuerdo PSAA16-

10554, del 05 de agosto de 2016, expedido por el Consejo 

Superior de la Judicatura), que se liquidarán conjuntamente 

con las de primer grado. 

 

IV. RESOLUCIÓN: 

 

A mérito de lo expuesto, la SALA SEGUNDA DE DECISIÓN 

CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

administrando justicia en nombre de la República de 

Colombia y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A: 

 

1. Por lo dicho en la parte motiva se CONFIRMA la sentencia 

de fecha y procedencia indicadas. 

 

2. Se condena a la parte demandada a pagar las costas de 

segunda instancia a favor de la demandante. Como 

agencias en derecho causadas en segunda instancia se fija 

por el Magistrado Sustanciador la suma de DOS MILLONES 

DE PESOS ($2.000.000.oo), que equivalen a dos (2) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes (Acuerdo 

PSAA16-10554, del 05 de agosto de 2016, expedido por el 
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Consejo Superior de la Judicatura), que se liquidarán 

conjuntamente con las de primer grado. 

 

3. Se ordena devolver el expediente a su lugar de origen. 

 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

Los Magistrados 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

 

 

 


